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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Óscar Chica Morales, frente al fallo de tutela proferido el 17 de mayo de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital dentro de la acción de tutela instaurada  en contra de la Fiscalía 10 Local, el Departamento de Policía de Risaralda y la Policía Metropolitana de Pereira. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Narró el señor Óscar Chica Morales que tiene 81 años de edad y que el  3 de marzo de 2016 aproximadamente a la 1:00 pm fue víctima de un accidente de tránsito cuando se desplazaba como peatón por la carrera 6ª con calle 26 esquina, iba en compañía de su esposa Marina Chica de Chica, siendo atropellado por el patrullero de la policía Luis Enrique Gaona Montoya, quien se movilizaba en un vehículo tipo motocicleta  a alta velocidad, debido a ello estuvo internado un mes en cuidados intensivos y en la actualidad se encuentra en un estado de invalidez como consecuencia de las múltiples fracturas que sufrió y el médico legista le dictaminó lesiones de carácter permanente. 

Indicó que el patrullero Gaona Montoya mencionó que para el momento del accidente se encontraba prestando turno en la policía y que estos son de 24 horas, que estaba evadido cuando ocurrió el accidente y que no tiene capacidad económica para indemnizar los perjuicios. Además, que la institución adelantó un proceso disciplinario en su contra, en el cual salió absuelto, pese a que los funcionarios de tránsito señalaron como responsable del accidente  al patrullero Gaona Montoya por exceso de velocidad.

Consideró que las investigaciones adelantadas por la Fiscalía 10 Local no han sido eficientes, si se tiene en cuenta que a los 10 días después del accidente de tránsito, el actor aportó imágenes de las diferentes cámaras de seguridad ubicadas en el sector para dar claridad de las condiciones de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos.
Señaló que el 23 de marzo de 2018 radicó ante la Fiscalía 10 Local y a la Policía Metropolitana de Risaralda, un derecho de petición en el que solicitó lo siguiente:   i) copia íntegra y auténtica del horario de trabajo (hora de entrada y hora de salida) del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, ii) cronograma de actividades y labores asignadas al patrullero para el 3 de marzo de 2017, iii) copia íntegra y auténtica de las pruebas practicadas en el proceso disciplinario adelantado en contra el patrullero Luis Enrique Gaona Montoya y las demás pruebas que se encuentran en el expediente, iv) copia íntegra y auténtica del expediente disciplinario adelantado en contra del patrullero en mención, v) copia íntegra y auténtica del informativo administrativo de lesión del patrullero Gaona Montoya, lo anterior con fundamento en la necesidad que como víctima le asiste saber la verdad de lo acontecido y por cuanto a la fecha no le han garantizado derecho alguno ni le han reconocido los perjuicios por el actuar imprudente del patrullero Gaona Montoya.  
Indicó que el 17 de abril de 2018 recibió respuesta por parte del Departamento de Policía de Risaralda, en la cual le indicaron que la información solicitada reposa en esa unidad y es de carácter reservada, por tanto se requiere que sea tramitada a través de la Fiscalía 10 Local y sea esta quien requiera la información, con el fin de garantizarle al funcionario sus derechos y el debido proceso; una vez allegado el requerimiento por parte de la Fiscalía, se dará respuesta  de manera inmediata.

Informó que el  26 de abril de 2018 recibió respuesta por parte de la Fiscalía 10 Local en el entendido de que la petición no era considerada pertinente, por lo que se trazaría un programa metodológico con el investigador de caso con el fin de establecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrió el hecho de tránsito.  Así mismo, que la calidad de servidor o no servidor no tiene incidencia en la investigación porque no es un fuero especial que impida a dicho despacho adelantar la investigación por el presunto delito de lesiones personales en hecho de tránsito.  
Consideró el actor que dichas respuestas no son de fondo y no dan claridad de lo solicitado, habida cuenta que han transcurrido 419 días desde la ocurrencia de los hechos sin tener ningún resultado de la investigación.   Por lo tanto, solicitó la protección de los derechos fundamentales de petición, a la verdad, justicia, reparación, dignidad humana, el derecho de defensa, el derecho de contradicción, el de acceder a la prueba y los demás que a bien se estimen y  como consecuencia, se ordene al departamento de policía de Risaralda y a la Fiscalía 10 Local que en el término establecido, resuelva la esencia de la petición radicada el día 23 de marzo de 2018  (Fls. 1-10).
Allegó con la demanda de tutela las pruebas  que sustentan sus pretensiones (Fls. 11-34). 

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. FISCALÍA 10 LOCAL DE PEREIRA 
Informó que ese despacho adelanta la indagación por hechos de tránsito ocurrido el 3 de marzo de 2017 en donde resultó involucrado el señor Luis Enrique Gaona Montoya, quien conducía la motocicleta de placa JAU 54E y el señor Óscar Chica Morales, quienes quedaron lesionados.

Mencionó que las gestiones que ha realizado con motivo a la solicitud de entrega del vehículo aludido, el cual quedó con un “pendiente” en la oficina de tránsito de Santa Rosa de Cabal.

Indicó que resultó fallida la audiencia de conciliación llevada a cabo con las partes el 18 de marzo de 2018, por lo que se trazará el programa metodológico para que el investigador establezca las circunstancias de tiempo, modo y lugar sobre como ocurrió el evento de tránsito. 
Explicó que al accionante se le dio respuesta a su petición en el entendido  de no considerarla pertinente por cuanto la calidad de servidor o no servidor, no tiene incidencia en la investigación, toda vez que no es un fuero especial que impida a este despacho adelantar la investigación por el presunto delito personales en hecho de tránsito.

Concluyó que no le ha negado a la víctima el derecho a la verdad, justicia y reparación integral puesto que le expidieron a su abogado Carlos Armando Vargas Arcila las fotocopias del proceso que se tenían hasta el día 15 de marzo de 2017 y no como se lee en la constancia 15 de marzo de 2016, dado que la motocicleta involucrada fue entregada de manera provisional y es la que servirá en caso de ser condenado el querellado para pagar los perjuicios morales y materiales a la víctima. 

Consideró, contrario a lo afirmado por el actor, que fue diligente, agotó el requisito de procedibilidad, atendiendo el gran número de carpetas, las condiciones especiales de la víctima (Fls. 40-42).
Allegó copia de la documentación mencionada en la respuesta (Fls. 43-52). 

3.2. DIRECCIÓN DE INTELIGENCIA POLICIAL. 
Informó que el derecho de petición radicado por el señor Chica Morales ante el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira, fue remitido por competencia al Comando de Departamento de Policía Risaralda, toda vez que el patrullero Luis Enrique Gaona Montoya se encuentra adscrito a la Seccional de Inteligencia del Departamento de Policía Risaralda, cuyo Comandante le respondió al accionante, mediante un  el oficio recibido el 18 de abril de 2018, que la documentación requerida del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya es de carácter reservado, por lo que la misma debía ser tramitada a través de la Fiscalía 10 Local de esta ciudad  con el fin de garantizarle al funcionario sus derechos y el debido proceso.
Por lo anterior, consideró lo siguiente: i) la petición fue resuelta de manera clara, precisa, de fondo y congruente, ii) el derecho de petición no implica que la respuesta sea favorable a los intereses del solicitante, iii) la precisión específica del carácter reservado de la información que se le hace al actor en uno de los extractos de la respuesta emitida por el comando de departamento de policía de Risaralda, de conformidad con el artículo 34 de la ley 1621 de 2013, iv) a los funcionarios adscritos a la dirección de inteligencia policial le son aplicables de manera directa todas las prerrogativas, limites, fines y controles, especialmente en lo que se refiere a la reserva de la información, medios, métodos y fuentes, identidad de los funcionarios de inteligencia y contrainteligencia y el principio de compartimentación, v) improcedencia de la acción de tutela por existir otro recurso o mecanismo de defensa judicial procedente, vi) improcedencia por inobservancia del principio de inmediatez, vii) improcedencia de la presente acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Mencionó que al accionante tiene a su disposición el recurso de insistencia para que la autoridad judicial competente determine si se niega o se acepta, total o parcialmente la petición formulada por el mismo el 23 de marzo de 2018. Por lo tanto, solicitó denegar las súplicas del accionante con base en los argumentos expuestos. (Fls. 54-60)

Allegó la respuesta al derecho de petición dirigido al accionante (Fl. 61). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 17 de mayo de 2018 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió: “PRIMERO: Negar el amparo constitucional de los derechos fundamentales invocados por el señor Oscar Chica Morales por inexistencia de vulneración de sus derechos fundamentales de petición, a la dignidad humana, de defensa y contradicción por parte de la fiscalía 10 local, el Departamento de Policía Risaralda y de Policía Metropolitana de Pereira.  SEGUNDO: Se insta a la Fiscalía 10 local de la ciudad, para que en aras de garantizar el acceso a la administración de justicia dé aplicación al principio de celeridad, teniendo en cuenta las circunstancias que sufre la presunta víctima y su condición de adulto mayor. (…)”
El accionante fue notificado del anterior fallo mediante el oficio No.1000 del 17 de mayo 2018, el cual fue recibido por “Yeison Arias”  (Fl. 83).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 30 de mayo de 2018, el señor Oscar Chica Morales manifestó su inconformidad respecto del fallo de primer grado, para lo cual sostuvo que es relevante para la Fiscalía 10 Local determinar si el patrullero de la Policía Nacional Gaona Montoya se encontraba de turno, realizando actividades propias de su labor para el momento de la comisión del delito.

Discrepó la reserva de la información y documentos solicitados en el sentido que la autoridad pública solo tendrá la posibilidad de negar el acceso a los documentos o diligencias cuando quiera que las mismas reúnan dichas condiciones y esencialmente justifiquen la reserva de la información a partir de la Constitución o la ley. Además, no encontró asidero en la interpretación hecha por el supuesto Jefe de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos DIPOL frente a que la información solicitada goza de reserva, según lo dispuesto en la Ley Estatutaria 1621 de 2013 y el Decreto 1070 de 2015. 
Explicó su necesidad de acceder a la información solicitada con el fin de aclarar si el patrullero ostentaba la calidad de funcionario público para el momento de los hechos, la participación de la Policía Nacional y su grado de responsabilidad patrimonial en el asunto. 

En esa medida solicitó la práctica de las siguientes pruebas: i) revisar las respuestas proporcionadas por la Fiscalía 10 Local y la Policía Nacional, ii) verificar la legitimación del jefe de asuntos jurídicos y derechos humanos DIPOL, iii) verificar la querella interpuesta el 15 de marzo de 2017 y solicitar el expediente penal a la Fiscalía 10 Local (Fls. 87-95).

Solicitó: i) modificar el fallo de tutela proferido, ii) tutelar sus derechos fundamentales de presentar peticiones respetuosas, a la verdad, justicia y reparación, dignidad humana, derecho a la defensa y contradicción y a acceder a la prueba, iii) ordenar a la Fiscalía 10 Local y al Departamento de Policía de Risaralda, Policía Metropolitana de Pereira que en el término que considere el despacho, resuelva de fondo, de manera congruente, clara, precisa, la esencia de la petición radicada el 23 de marzo de 2018, consistente en la entrega de las siguientes copias: i) expediente disciplinario adelantado en contra del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya el cual ya se encuentra archivado, ii) del horario de trabajo, hora de entrada y hora de salud para la fecha de los hechos y cronograma de actividades asignadas al dicho patrullero (Fls. 87-95). 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Legitimación en la causa por pasiva. Debida integración del contradictorio por parte del juez de tutela. 

En diversas ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha estimado que la informalidad de que está revestido el trámite de tutela no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso a que por expreso mandato constitucional están sometidas las actuaciones administrativas y judiciales (art. 29 C.P.)
, y en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Así mismo, ha sido enfática en sostener que el juez de tutela está revestido de amplias facultades oficiosas que debe asumir de manera activa para brindar una adecuada protección a los derechos constitucionales presuntamente conculcados, dando las garantías del caso a las partes implicadas en la litis
.

6.3. De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico. En tal sentido debe recordarse el contenido del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, el cual reza de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 13. PERSONAS CONTRA QUIEN SE DIRIGE LA ACCION E INTERVINIENTES. La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior. 

Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.” (Subrayado fuera de texto).

6.3.1. En armonía con lo anterior, en Auto 09 de 1994 la Corte puntualizó:  “La integración del contradictorio supone establecer los extremos de la relación procesal para asegurar que la acción se entabla frente a quienes puede deducirse la pretensión formulada y por quienes pueden válidamente reclamar la pretensión en sentencia de mérito, es decir, cuando la participación de quienes intervienen en el proceso se legitima en virtud de la causa jurídica que las vincula. Estar legitimado en la causa es tanto como tener derecho, por una de las partes, a que se resuelvan las pretensiones formuladas en la demanda y a que, por la otra parte, se le admita como legítimo contradictor de tales pretensiones.”

6.3.2. Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha estimado que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional señaló en Auto 234 de 2006 lo siguiente:

“5.- De lo expuesto, fuerza es concluir entonces que la falta u omisión de la notificación de las decisiones proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, es una irregularidad que vulnera el debido proceso. De allí que por ejemplo la falta de notificación de la providencia de admisión de una acción de tutela, no permite que quien tenga interés en el asunto, pueda enterarse de la existencia de esa actuación y de la consecuente vinculación de una decisión judicial sin haber sido oído previamente.  Cuando la situación anotada se presenta, se dan los fundamentos suficientes para declarar la nulidad de lo actuado y retrotraer de tal manera la actuación que permita la configuración en debida forma del contradictorio, o se vincule al proceso al tercero con interés legítimo, pues sólo de esta manera se permite, de una parte el conocimiento de la demanda y la posibilidad del ejercicio del derecho al debido proceso y defensa, así como la emisión de un pronunciamiento de fondo sobre la protección o no de los derechos fundamentales invocados”.
6.4. En el caso sub examine, la Sala considera que de acuerdo a  los hechos y pretensiones expuestos en la demanda de tutela, comprometen, además de las autoridades accionadas al patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, quien se encuentra adscrito a la Seccional de Inteligencia del Departamento de Policía Risaralda. 
Lo anterior, en razón a que podrían verse afectados con una eventual decisión favorable a los intereses de la demandante, si esta se llegare a adoptar dentro del proceso constitucional.

6.5.   Así las cosas, esta Sala decretará la nulidad de lo actuado a partir del fallo calendado el 17 de mayo de 2018, a efectos de que se proceda a integrar el litis con el patrullero Luis Enrique Gaona Montoya con el fin de garantizar sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de los derechos invocados por el señor Ladino Largo.  Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira,  a partir del fallo calendado el 17 de mayo de 2018, a efectos de que se proceda a vincular al patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, quien se encuentra adscrito a la Seccional de Inteligencia del Departamento de Policía Risaralda con el fin de garantizar sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de los derechos invocados por el señor Óscar Chica Morales. 

Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 

SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen para que se subsane la irregularidad advertida.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto 021 de 2000.


� Corte Constitucional, Auto 115A de 2008. 
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